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El Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de 
abril, de medidas procesales y organi-
zativas para hacer frente al COVID-19 
(RDL), de entre las muchas materias 
de nuestro ordenamiento jurídico que 
aborda dicho RDL, su art. 18 establece 
que las pérdidas que se generen en 
este ejercicio 2020 no se tomarán en 
consideración «a los solos efectos de 
determinar la concurrencia de la causa 
de disolución prevista en el artículo 363.1 
e) del texto refundido de la Ley de socie-
dades de capital».

Esta medida trae causa del régi-
men establecido en el art. 363.1e) de 
la Ley de Sociedades de Capital (LSC), 
en virtud del cual una sociedad está 
obligada a disolverse en el caso de que 
concurra en su balance una situación 
de desequilibrio patrimonial en el que 
su patrimonio neto ha quedado redu-
cido por debajo de la mitad del capital 
social.

La justificación de tal medida que-
da recogida en el capítulo II del preám-
bulo del RDL, al indicar que se trata 
de «atenuar temporal y excepcional-
mente las consecuencias que tendría la 
aplicación en la actual situación de las 
normas generales sobre disolución de 
sociedades de capital, de modo tal que 
se permita a las empresas ganar tiempo 
para poder reestructurar su deuda, con-
seguir liquidez y compensar pérdidas, ya 
sea por la recuperación de su actividad 
ordinaria o por el acceso al crédito o a 
las ayudas públicas».

Consecuencias de la suspensión
La no consideración de las pérdi-

das del ejercicio 2020, a efectos de la 
generación de la causa legal de disolu-

ción por pérdidas que han reducido el 
patrimonio neto a una cantidad inferior 
a la mitad del capital social, tiene como 
principal y esencial consecuencia des-
activar el art. 367 de la LSC; a efectos 
de evitar la imputación de la respon-
sabilidad de los administradores por 
las deudas de la sociedad generadas 
posteriormente a la concurrencia de la 
causa legal de disolución por pérdidas, 
en el supuesto de no dar cumplimien-
to a sus deberes recogidos en los arts. 
365 y 366 de la LSC.

Además, debe tenerse en consi-
deración el régimen excepcional que 
durante la vigencia del estado de alar-
ma prevé el artículo 40 del Real De-
creto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que 
en su apartado 12 establece que, para 
las deudas sociales surgidas a partir 
del 14 de marzo de 2020 hasta el cese 
del estado de alarma, no es aplicable a 
estos efectos el artículo 367 de la LSC 
y los administradores no responderán 
solidariamente de ellas.

Vigencia y alcance  
de la suspensión

En cuanto a la vigencia de la sus-
pensión, una interpretación literal 

del art. 18.1 presupone concluir que 
la derogación transitoria se produce 
hasta transcurrido el año 2021 y con 
ello una desactivación respecto a la 
responsabilidad solidaria de los ad-
ministradores cuando incumplen sus 
obligaciones de convocatoria o de 
solicitud de la disolución judicial; o 
el concurso; llevándonos hasta el 1 de 
enero de 2022 para que la sociedad 
pueda volver a encontrarse en situa-
ción de causa legal de disolución por 
pérdidas y se active el régimen de res-
ponsabilidad de los administradores 
regulado en el art. 367 de la LSC por 
incumplimiento de los deberes de los 
arts. 365 y 366 de la LSC a los que nos 
hemos referido. 

Aunque dicha interpretación pare-
cería chocar con la propia exposición 
de motivos, la deficiente técnica legis-
lativa utilizada en el precepto debe-
ría impedir alcanzar otra conclusión 
distinta.

Respecto al alcance, una inter-
pretación inicial podría llevarnos a 
considerar que las pérdidas que se 
puedan generar en este ejercicio 2020 
no computarán a futuro (ni a partir de 
enero de 2.022). Ahora bien, dicha 

conclusión parece contraria al espíri-
tu y finalidad de la norma conforme la 
propia exposición de motivos y por ello 
una interpretación finalista y correcta 
del precepto es considerar que, a par-
tir de enero de 2022, las pérdidas que 
se pudieran haber generado en este 
ejercicio 2020 deberán computar para 
determinar si la sociedad se encuentra 
en causa legal de disolución o no por 
pérdidas.

¿Régimen imperativo 
o dispositivo?

Aun tratándose de un régimen 
imperativo, ello no es impedimento 
para que la sociedad acuerde su di-
solución voluntaria por acuerdo de 
la junta general adoptado con los 
requisitos establecidos para la modi-
ficación de estatutos en aplicación del 

art. 368 de la LSC si es la voluntad 
de los socios.

Conclusiones
La medida adoptada debe ser va-

lorada positivamente, ya que el legis-
lador anticipa una situación de grave 
crisis que abocaría a los administrado-
res a una más que previsible situación 
de riesgo sin margen de maniobra. 
No obstante lo anterior, el legislador 
con la técnica legislativa utilizada y 
la precipitación en la redacción de las 
normas debería evitar generar mayor 
inseguridad jurídica. Para terminar, 
una cuestión crítica: ¿no sería ya el 
momento de derogar esta norma so-
cietaria que no tiene equivalente en el 
derecho comparado y que supone un 
régimen especialmente gravoso para 
los administradores en nuestro país?
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El Parlamento Europeo aprobó el pasa-
do 23 de octubre de 2018 la Directiva 
2018/1673 sobre la lucha contra el blan-
queo de capitales mediante el derecho 
penal. Esta Directiva, la sexta en esta 
materia y cuyo plazo de transposición en 
los Estados miembros vence el próximo 
3 de diciembre de 2020, complementa y 
refuerza la Directiva 2018/843, de 30 de 
mayo de 2018 (quinta Directiva).

En España, esta sexta Directiva 
marcará sin duda la futura reforma 

del Código Penal y adecuará su redac-
ción a los nuevos riesgos y desafíos del 
mundo en el que vivimos. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que la quinta 
Directiva, que debía haberse trans-
puesto el 10 de enero de 2020, aún no 
ha sido transpuesta a nuestro ordena-
miento jurídico.

Novedades que incorpora 
la Directiva

En primer término, se establece 
que los Estados miembros deberán 
prestarse mutuamente asistencia de 
la forma más amplia y eficaz posible, 
debiendo intensificarse la investigación 
y persecución de actividades realizadas 
por medio de tecnologías de la infor-
mación.

Otra de las novedades es la agra-
vación de sanciones para cargos públi-
cos y personas jurídicas. Estas últimas 
responderán por las conductas cometi-
das en su beneficio, cuando la falta de 
supervisión o control de sus responsa-
bles haya facilitado cualquiera de las 
conductas sancionadas.

Pero, sin duda, la principal refor-
ma de la Directiva es la uniformidad de 
criterios para la tipificación del delito 
de blanqueo de capitales en todos los 
Estados miembros. En este sentido, los 
Estados miembros deberán incluir el 
delito fiscal como nuevo posible delito 
antecedente, incluso cuando este fuese 

realizado por el propio autor del delito 
(«auto-blanqueo»).

Asimismo, los Estados miembros 
deberán garantizar una pena máxi-
ma de privación de libertad de al 
menos cuatro años para el delito de 
blanqueo de capitales e incentivar el 
embargo de los productos del delito, 
a fin de eliminar posibles incentivos 
financieros.

Consecuencias de la Directiva 
para las empresas

La enorme complejidad del delito 
fiscal y de blanqueo de capitales, así 

como del resto de delitos categoriza-
dos por la Directiva como antecedentes 
y la relativa laxitud con la que habitual-
mente los indicios delictivos suelen 
servir para iniciar la fase de instrucción, 
debería obligar a las empresas a man-
tener una actitud de vigilancia sobre 
sus trabajadores y responsables para 
evitar que puedan incurrir en actuacio-
nes constitutivas de delito.

Por otra parte, la inclusión en la Di-
rectiva del delito fiscal como delito an-
tecedente del de blanqueo de capita-
les, puede tener consecuencias severas 
para las empresas, pues no sólo no se 

excluye el concurso real entre ambos 
delitos –con la suma de sus respectivas 
penas en caso de una sentencia con-
denatoria– sino que, además, se am-
plía el plazo de prescripción del delito 
fiscal. Esto es, el plazo de prescripción 
se extendería a diez años desde que 
cesase la posesión de las cantidades 
defraudadas.

Sentado lo anterior, es evidente 
que la criminalización progresiva de 
muchos aspectos de la vida societaria 
hace que cada vez sean más importan-
tes los controles jurídicos dentro de la 
empresa para evitar o prevenir la comi-
sión de delitos económicos.

A la vista de lo anterior, las com-
pañías deben tener implementado un 
programa de cumplimiento normativo 
y un Plan de Prevención de Delitos 
(corporate defence). Los anteriores 
documentos deben incluir, entre otras 
cosas, una adecuada configuración 
del puesto de responsable de cum-
plimiento corporativo y un protocolo 
que regule una adecuada reacción de 
la compañía ante la comisión de un 
ilícito penal. Asimismo, entendemos 
que la compañía debe contar con el 
asesoramiento jurídico recurrente de 
un abogado que le permita adoptar 
las mejores decisiones en aquellas cir-
cunstancias en que se pueda plantear 
una posible responsabilidad penal de 
la entidad.

El delito fiscal como antecedente  
del delito de blanqueo de capitales
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Los Estados miembros deberán prestarse 
mutuamente asistencia de la forma más 
amplia y eficaz posible

Las compañías deben tener implementado 
un programa de cumplimiento normativo 
y un Plan de Prevención de Delitos 
(corporate defence)

La medida adoptada debe ser valorada 
positivamente, ya que el legislador 
anticipa una situación de grave crisis que 
abocaría a los administradores a una 
más que previsible situación de riesgo sin 
margen de maniobra

Esta medida trae causa del régimen 
establecido en el art. 363.1e) de la Ley de 
Sociedades de Capital (LSC)
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